Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al expediente que contiene la Minuta Proyecto de Decreto que adiciona un Párrafo Quinto al Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, enviado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los efectos del Artículo 135 de la propia Constitución General. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 28 de Diciembre de 2004, se dio cuenta del expediente que contiene la Minuta Proyecto de Decreto que adiciona un Párrafo Quinto al Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, enviado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los efectos del Artículo 135 de la propia Constitución General.  

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno, dicho expediente fue turnado a esta Comisión para estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con las disposiciones vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, así como por lo acordado por el Presidente la Mesa Directiva del Congreso esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO. Que como antecedentes de la Minuta Proyecto de Decreto se destaca lo siguiente:

En sesión celebrada el 10 de diciembre de 2001, el Senado de la República recibió una iniciativa del Ejecutivo Federal con proyecto de reformas al artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos referente al reconocimiento de la jurisdicción de tribunales internacionales establecidos en tratados de los que México sea Parte, con vistas a hacer posible la ratificación del Estatuto de Roma que establece la Corte Penal Internacional. Dicha iniciativa fue turnada el mismo día a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, Relaciones Exteriores, Organismos Internacionales, Justicia, de Derechos Humanos, y Estudios Legislativos.

En sesión celebrada el 13 de diciembre de 2002 en la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, de Relaciones Exteriores, Organismos Internacionales, de Justicia, de Derechos Humanos y de Estudios Legislativos, presentaron el dictamen con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismo al que se le dio el trámite de Primera Lectura por el Pleno de dicha Asamblea.

En sesión celebrada el 14 de diciembre de 2002, la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión aprobó el proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la misma fecha, la minuta correspondiente se turnó a la Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión, turnándola la Mesa Directiva a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia y Derechos Humanos para su estudio y dictamen correspondiente, el día 15 de diciembre de 2002.

En su análisis las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia y Derechos Humanos de la Cámara de Diputados tomaron en consideración las razones expuestas tanto en la iniciativa del Ejecutivo Federal como en la Minuta aprobada por el Senado de la República. Así, en el estudio realizado, también se toma en cuenta la prioridad que el Estado otorga a la eficaz protección de los derechos humanos y, en ese contexto, a la importancia de garantizar que los individuos responsables de la comisión de crímenes de la magnitud de los plasmados en el Estatuto que crea la Corte Penal Internacional no queden sin castigo y que los Estados contribuyan, a través de una cooperación internacional respetuosa de la soberanía de las naciones, a alcanzar este objetivo. En efecto, el Estatuto de la Corte asegura la primacía de las jurisdicciones nacionales, como foros por excelencia, para conocer de la comisión de crímenes contra la humanidad en su conjunto, y establece procedimientos plenamente respetuosos de las soberanías y ajustados a las normas internacionales de protección de los derechos humanos. La jurisdicción de la Corte tiene una naturaleza supletoria y sólo podrá tener competencia sobre genocidio, crímenes de guerra y de esa humanidad, actuando solamente cuando se compruebe de manera fehaciente que el Estado con jurisdicción sobre un crimen particular, no está dispuesto, o no tiene capacidad para someter a juicio a los presuntos responsables de dichos crímenes, debido al colapso total o sustancial de su sistema de justicia.

Esas Comisiones Unidas, estiman que el ejercicio de la jurisdicción penal por una Corte Internacional de carácter permanente, independiente e imparcial basada en el principio de la supremacía de la jurisdicción nacional, y resultado de una negociación multilateral, constituye una mejor alternativa a los intentos de algunos Estados, en forma unilateral, por ejercer una jurisdicción universal amparada en la gravedad de ciertos crímenes. De igual manera, el establecimiento de la Corte Penal Internacional, en los términos del Estatuto aprobado en Roma el 17 de julio de 1998; es una respuesta a la creación, por parte del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de tribunales especiales, como lo hiciera para juzgar los crímenes cometidos en el territorio de la antigua Yugoslavia y en Ruanda, sin contar para ello con las atribuciones legales correspondientes. Este hecho, ha sido siempre objeto de la reprobación expresa por parte de México, en consonancia con los principios normativos de su política exterior, consagrados en el artículo 89, fracción X, de la Constitución General de la República. En este sentido, México no apoya el ejercicio universal de jurisdicciones nacionales sobre bases dudosas y politizadas, como tampoco puede aceptar la creación de tribunales especiales, establecidos con posterioridad a la comisión de los delitos sobre los que ejercerán competencia, y en contravención de las facultades que la Carta de las Naciones Unidas otorga a los órganos principales de la Organización.

Además señalan que nuestro país, no ha sido ajeno al proceso de internacionalización de la protección de los derechos humanos y ha dejado constancia en los anales de la comunidad internacional de sus contribuciones a la conformación de un orden jurídico enderezado hacia su constante perfeccionamiento. Tratados internacionales como la Convención Internacional para la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares, resultado de una iniciativa mexicana, son ejemplo de este compromiso de la Nación, como Estado que asume, de manera responsable, su quehacer internacional. Al mismo tiempo, México se ha esforzado por actualizar su marco jurídico y hacerlo congruente con la evolución del Derecho Internacional, reflejo de las necesidades del mundo actual. Así, en los últimos dos años, el país se ha vinculado a un número importante de tratados internacionales en materia de derechos humanos y de derecho internacional humanitario y se ha abierto al escrutinio internacional, como parte de una estrategia destinada a complementar los esfuerzos internos.

El Estatuto de la Corte, está sustentado en los mismos principios del derecho penal que inspiran a nuestra legislación en la materia: Principio Nullum Crimen Sine Lege, nadie será penalmente responsable, a menos que la conducta de que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un crimen competencia de la Corte; Nullum Poena Sine Lege, quien sea declarado culpable por la corte, únicamente podrá ser sancionado de conformidad con lo establecido por el Estatuto; y el de Irretroactividad ratione personae, nadie será penalmente responsable por una conducta anterior a la entrada en vigor del Tratado. Asimismo, existe plena coincidencia entre las garantías que se incluyen en nuestra Constitución a favor del inculpado y las que contiene el Estatuto: Derecho de audiencia, presunción de inocencia, derecho a ser informado de la naturaleza y causa de la acusación, derecho a contar con una defensa y cuando así lo necesite, de un traductor o intérprete, así como derecho a no declarar.

Fortalecer el Estado de Derecho y hacer expedito el sistema de impartición de justicia son prioridades compartidas entre los distintos actores nacionales. Estas Comisiones Unidas estiman que la aceptación de la competencia de la Corte Penal Internacional contribuye, de manera importante, a estos objetivos y es un importante motor para promover los cambios legislativos que el país necesita. De esta forma, al analizar el contenido concreto de la Minuta, las Comisiones Unidas comparten las consideraciones en ella incluidas. Sin embargo, desean subrayar que, en su opinión, la aprobación por parte del Senado contenida en la adición de un párrafo al artículo 21 Constitucional, tiene por objeto asegurar, en primer lugar, la primacía de la jurisdicción nacional respecto de aquellos crímenes sobre los que tengan competencia los tribunales mexicanos. No otorga, por lo tanto, una facultad ilimitada al Senado. La autorización del Senado a que se refiere el párrafo adicionado al artículo 21 constituye un requisito de procedencia interna, limitado a los casos que involucren la entrega de ciudadanos mexicanos. Es claro que este requisito de procedencia interna no podrá ser invocado como justificación para incumplir las obligaciones internacionales contraídas por virtud del Estatuto de Roma, conforme lo dispone el derecho internacional, una vez que este último entre en vigor para México. Estas Comisiones Unidas tienen plena conciencia de que el Estatuto no admite reservas.

En definitiva, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia y Derechos Humanos refrendan que, conforme a la norma fundamental del Derecho Internacional pacta sunt servanda, los tratados en vigor obligan a sus Partes y deben ser cumplidos por ellas de buena fe. México, participa como un destacado actor en un escenario internacional en el que la cooperación interestatal es cada vez más intensa y abarca mayores esferas de la vida nacional. No existe prácticamente ámbito del desarrollo del ser humano al que no corresponda alguna norma internacional. La creación de la Corte Penal Internacional es un resultado más de este proceso de mundialización. La cantidad de personas que cruzan de un país a otro ha llegado a niveles tales, que se amplían las posibilidades de que presuntos responsables de actos criminales evadan su responsabilidad penal por el simple hecho de trasladarse a otro Estado. Al dar reconocimiento a la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, nuestro país reafirma su convicción en el sentido de que el genocidio, los crímenes de guerra y los crímenes de esa humanidad no pueden tener justificación alguna, ni sus responsables pueden quedar sin castigo.

Por coincidir con la esencia de la Iniciativa y la Minuta descritas, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia y Derechos Humanos, consideraron adecuada la adición propuesta al artículo 21 constitucional, misma que tiene por objeto dar sustento jurídico interno a la adopción por parte del Estado Mexicano del Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional, toda vez que la incorporación de México al sistema de justicia penal internacional que establece dicho Estatuto, significa un avance en materia del respeto a los derechos humanos que nuestro país promueve. Así, el establecimiento del reconocimiento jurisdiccional de la Corte Penal Internacional en el capítulo de las garantías individuales de nuestra Ley Fundamental es adecuada, con el objeto de que los preceptos del Estatuto de Roma y de nuestro sistema penal interno estén debidamente integrados.

TERCERO. Con base en las consideraciones anteriores la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, estima procedente presentar al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se aprueba la Minuta Proyecto de Decreto que adiciona un Párrafo Quinto al Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar en los siguientes términos:

Artículo Único. Se adiciona un párrafo quinto al artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, recorriéndose en su orden los actuales quinto y sexto, que pasan a ser sexto y séptimo para quedar como sigue:

Artículo 21. ...

…

…

…

El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.

…

…

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Comuníquese la expedición del presente Decreto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los efectos del Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, enero 24 de 2005.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación a la Iniciativa de Ley de Entrega Recepción del Estado y Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por el Titular del Ejecutivo del Estado. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en Sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de Octubre del año 2004, se dio cuenta de la Iniciativa de Ley de Entrega Recepción de la Administración Pública del Estado y Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por el Titular del Ejecutivo del Estado.

SEGUNDO. Que por Acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno se turnó dicho expediente a esta comisión para efectos de estudio y dictamen.

TERCERO. Que como antecedentes de la iniciativa en comento cabe señalar que esta Comisión en cumplimiento de lo dispuesto por los párrafos tercero, cuarto y sexto del Artículo 60 de la Constitución Política local, que señalan que tratándose de una iniciativa de ley o decreto en materia municipal se enviará ésta a los ayuntamientos de la entidad para que emitan su opinión, procedió a acordar el turno de la misma a los 38 ayuntamientos de la entidad para los efectos en mención.

CUARTO. Que a la Comisión le fueron turnados los oficios que los Ayuntamientos de Frontera, Piedras Negras y Saltillo hicieron llegar mediante los cuales manifiestan sus observaciones en cuanto a la iniciativa en consulta y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con las disposiciones aplicables y vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, así como por acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO. Que la iniciativa se sustenta en la siguiente Exposición de Motivos que es del tenor literal siguiente:

Al asumir el cargo de Gobernador del Estado con el que me honró el voto de la ciudadanía coahuilense, protesté cumplir y hacer cumplir la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política Local, así como todas aquellas 

leyes y disposiciones que emanaran de ellas. 

El cumplimiento de estos ordenamientos, así como velar por su adecuada aplicación, es tarea fundamental para cualquier gobierno a efecto de fortalecer el estado de derecho en el que desarrollamos nuestras actividades y actos. Es por ello, que además de su observancia por parte del Ejecutivo que encabezo, es prioritario que todas aquellas entidades, dependencias y servidores públicos de la Administración Pública del Estado, también reconozcan y cumplan cabalmente, el orden constitucional nacional, y en términos generales, todo el ordenamiento jurídico local. 

TERCERO. Que por los anteriores motivos y una vez que esta Comisión realizó las adecuaciones que se consideraron pertinentes formula la siguiente Iniciativa de:

LEY DE ENTREGA-RECEPCIÓN DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1°. EL ÁMBITO DE VALIDEZ FORMAL Y EL OBJETO DE LA LEY. Esta ley es de orden público, de interés social y de observancia obligatoria en todo el régimen interior del Estado, en materia de entrega-recepción de la administración pública del Estado y sus municipios.

Esta ley tiene por objeto dar certeza jurídica, histórica y física del patrimonio documental del Estado, así como asegurar la continuidad de las acciones y dejar soporte de las metas y objetivos alcanzados de conformidad con lo señalado en el artículo 7° de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Esta ley determina la obligación para los servidores públicos que administren fondos, bienes y valores públicos, de entregar a quienes los sustituyan, al término de su empleo, cargo o comisión, los asuntos de su competencia, así como los recursos humanos, materiales, financieros y demás que les hayan sido asignados, y en general, toda aquella documentación e información que debidamente ordenada, clasificada, legalizada y protocolizada, haya sido generada en el ejercicio del quehacer gubernamental.

ARTÍCULO 2°. CATÁLOGO DE DENOMINACIONES. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. La Ley. La Ley de Entrega Recepción de la Administración Pública del Estado y Municipios de Coahuila de Zaragoza.

II. La Ley de Responsabilidades. La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila.

III. Las Dependencias. Las señaladas en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, el Código Municipal para el Estado de Coahuila y aquéllas que se creen o establezcan conforme a estos ordenamientos, incluyendo sus órganos desconcentrados y unidades administrativas adscritas a los Poderes del Estado y los Municipios;

IV. Las Entidades. Los organismos públicos descentralizados estatales o municipales, las empresas de participación estatal o municipal mayoritarias, las sociedades o asociaciones asimiladas a éstos, los fideicomisos públicos estatales o municipales y los organismos públicos que con ese carácter sean creados respectivamente conforme a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, el Código Municipal del Estado y la Ley para el control por parte del Gobierno del Estado de los Organismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal.
Se consideran entidades para los efectos de la presente ley, los organismos constitucionales autónomos tales como el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila; el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, las universidades autónomas y demás instituciones a las que la Constitución Política del Estado de Coahuila.      

V. Los Servidores Públicos. Los representantes de elección popular, los miembros del Poder Judicial, los servidores públicos del Estado y de los municipios cualquiera que sea su jerarquía, rango u origen de su nombramiento o lugar en que presten sus servicios, los consejeros electorales del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila y, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Estatal o Municipal, y en las entidades paraestatales o paramunicipales.

VI. La Entrega–Recepción. La Entrega-Recepción es un procedimiento administrativo de interés público, de cumplimiento obligatorio y formal que deberá llevarse a cabo mediante la elaboración del Acta Administrativa de Entrega-Recepción que describe el estado que guarda la dependencia, entidad, municipio u oficina cuya entrega se realiza, a la cual se acompañarán los anexos correspondientes.

VII. El Acta Administrativa de Entrega-Recepción. Documento en el que se hace constar el acto de la entrega recepción, señalando las personas que intervienen y la relación de los recursos humanos, materiales y financieros que se entregan y reciben.

VIII. Los Formatos. Los documentos donde consta la relación de los conceptos sujetos a entrega-recepción.

IX. Órgano Interno de Control.  A la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa del Estado, a las Contralorías Internas Municipales y a los Órganos de Control de los Poderes Legislativo y Judicial, en el ámbito de su competencia.

X. Las Unidades Administrativas. Aquella que está integrada por los empleados de un área o varias de ellas, que en el desempeño de sus funciones tienen propósitos y objetivos comunes.

Se consideran como tales, aquéllas unidades de carácter unipersonal que tenga a su cargo un programa o proyecto específico.

XI. Manual de Entrega–Recepción de la Administración Pública. Al manual que para tal efecto en uso de sus facultades y en el ámbito de sus respectivas competencias expidan los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y los gobiernos municipales, a través de sus órganos autorizados.

ARTÍCULO 3°. LOS SUJETOS OBLIGADOS. Las disposiciones de este ordenamiento serán aplicables: 

I. En el Poder Legislativo a: los titulares de las Comisiones creadas conforme a la Ley Orgánica del Congreso del Estado, los titulares de sus dependencias y unidades y los servidores públicos adscritos a éstas.

II. En el Poder Ejecutivo a: el Titular del Ejecutivo, los titulares de las dependencias y entidades y los servidores públicos adscritos a éstas.

III. En el Poder Judicial a: el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, los Magistrados de las Salas y de los Tribunales Unitarios, los Jueces de Primera Instancia, los Jueces Letrados, los titulares de sus dependencias y unidades y los servidores públicos adscritos a este poder. 

IV. En los Gobiernos Municipales a: el Presidente Municipal, los Síndicos, los Regidores, los titulares de las dependencias y entidades y los servidores públicos adscritos a éstas.

V. En los Organismos Públicos Autónomos a: el titular del mismo y los servidores públicos adscritos a éste, de conformidad con la ley o decreto de su creación.  

Corresponderá a los titulares de las dependencias y entidades mencionadas en las fracciones anteriores, determinar en sus respectivas áreas de competencia, los servidores públicos que por la naturaleza e importancia de las funciones públicas a su cargo, quedarán sujetos a las disposiciones de esta ley, situación que se deberá hacer del conocimiento del órgano de control correspondiente.

ARTÍCULO 4°. LA EXCEPCIÓN A LA ENTREGA. Cuando por alguna causa justificada plenamente, los servidores públicos obligados a la entrega-recepción no puedan realizarla, dicha obligación correrá a cargo del servidor público que designe el jefe inmediato del obligado.

Se considera como causa justificada el deceso, la incapacidad física o mental del servidor público obligado, la reclusión por la comisión de algún delito sustentada en un auto de formal prisión y que no permita la libertad bajo fianza.

ARTÍCULO 5°. LA FINALIDAD DEL PROCEDIMIENTO DE ENTREGA–RECEPCIÓN. El procedimiento de entrega recepción tiene como finalidad:

I. Para los servidores públicos salientes, la entrega de los recursos y en general, los conceptos a que se refiere el artículo 1° de esta ley, lo cual los liberará de responsabilidad administrativa respecto del acto de entrega-recepción, más no de las faltas en que hubiesen incurrido en el ejercicio de sus funciones al frente de la responsabilidad encomendada.

II. Para los servidores públicos entrantes, la recepción de los recursos y demás conceptos a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, constituyendo el punto de partida de su actuación al frente de su nueva responsabilidad.

ARTÍCULO 6°. LOS TIPOS DE ENTREGA–RECEPCIÓN. Para los efectos de este ordenamiento se entiende por: 

A.
ENTREGA GENERAL. Aquélla que realizan al término del periodo constitucional, los servidores públicos de los Poderes del Estado y de los Gobiernos Municipales.

También estará sujeto a entrega general: 

I. El Gobernador del Estado, los Presidentes Municipales, los Diputados del Congreso del Estado y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado, en el caso de que soliciten y le sea concedida, licencia por tiempo indefinido para separarse de su cargo o comisión.

II. Los Presidentes Municipales, los titulares de las dependencias y entidades y los servidores públicos adscritos a éstas, en caso que se declare la desaparición o suspensión del Ayuntamiento.

III. Cualquier servidor público de los Ayuntamientos, en caso que se declare la suspensión o revocación de su mandato, y

IV. Los titulares de las entidades, las secretarías, direcciones y organismos descentralizados en el caso que se declare la suspensión o revocación del mandato o bien, sean removidos o se separen del cargo o se haya expedido un nombramiento en favor de otra persona.

En los Organismos Públicos Autónomos para considerar el término del periodo se estará a las disposiciones de su creación.     

B.
ENTREGA INDIVIDUAL. Aquélla que se realiza cuando un servidor público deja su empleo, cargo o comisión, independientemente del motivo de conclusión;  

Esta disposición es aplicable hasta el nivel jerárquico correspondiente a jefe de departamento o su equivalente.  

ARTÍCULO 7°. LA ENTREGA EN LA RATIFICACIÓN DEL CARGO DEL SERVIDOR PÚBLICO. Los servidores públicos que en los términos de esta ley se encuentren obligados a realizar la entrega-recepción y que al término de su ejercicio sean ratificados en su cargo, deberán realizar dicho procedimiento ante su superior jerárquico y con la intervención del Órgano Interno de Control, rindiendo un informe que contenga de manera general la situación que guarda el área a su cargo.

ARTÍCULO 8. LOS ACUERDOS DE LOS PODERES LEGISLATIVO Y JUDICIAL EN LA ENTREGA-RECEPCIÓN. Los Poderes Legislativo y Judicial y las entidades, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán mediante reglamentos o acuerdos de carácter general, los órganos, criterios y procedimientos para realizar la entrega-recepción de conformidad con los principios que establece este ordenamiento.        

En el ámbito municipal, las atribuciones quedarán encomendadas al respectivo Órgano Interno de Control de cada Municipio.   

CAPÍTULO SEGUNDO

DE LAS OBLIGACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

ARTÍCULO 9°. EL PATRIMONIO DOCUMENTAL. De conformidad con lo establecido por la Ley de Archivos Públicos para el Estado de Coahuila, todo documento e información generados por los servidores públicos en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, formará parte del patrimonio documental del Estado y de los Archivos Públicos a que se refiere la ley antes mencionada.

Bajo ningún concepto ni circunstancia, dicha información se considerará propiedad de quien la produjo.

ARTÍCULO 10. LA ACTUALIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN. Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en este ordenamiento y hacer posible la entrega oportuna y debida de los asuntos y recursos a su cargo, los servidores públicos sujetos a esta ley deberán mantener permanentemente actualizados sus registros, controles y demás documentación relativa a su gestión.

ARTÍCULO 11. LAS OBLIGACIONES EN EL PROCEDIMIENTO DE ENTREGA-RECEPCIÓN. Para los efectos de la presente ley, el procedimiento de entrega-recepción debe entenderse como un traslado de responsabilidades, que deberá contener, entre otros aspectos, en su caso, las obligaciones de los servidores públicos para:

I. Preparar con oportunidad la información documental que será objeto de la entrega-recepción por parte de los servidores públicos sujetos a esta ley, la cual se referirá a la función que desarrolló el servidor público saliente, así como al resguardo de los asuntos y recursos humanos, materiales y financieros de carácter oficial que estuvieron bajo su responsabilidad, cuando corresponda.

II. Mantener actualizados los registros, los archivos, la documentación y la que en suma, se produce por el manejo de la administración pública en general.

III. Dar cuenta de los bienes patrimoniales y de los recursos humanos y financieros de la administración pública estatal, de los ayuntamientos y de las entidades.

IV. En caso de renuncia voluntaria al cargo, empleo o comisión, solicitar por escrito al superior jerárquico, se designe día y hora para llevar a cabo la entrega-recepción de forma individual. 

En este supuesto el superior jerárquico deberá comunicar por escrito al servidor público que entrega, el nombre de la persona con quien se entenderá la entrega-recepción, así como la fecha y hora para que tenga verificativo la misma. Esta comunicación deberá de hacerse del conocimiento al Órgano Interno de Control.

El incumplimiento de estas obligaciones será sancionado como falta administrativa de conformidad con la Ley de Responsabilidades.

ARTÍCULO 12. LA OBLIGATORIEDAD EN LA ENTREGA. Ningún servidor público que se encuentre sujeto a la presente ley, podrá dejar el cargo sin llevar a cabo el acto de entrega-recepción correspondiente, para cuyo efecto el superior jerárquico deberá designar al sustituto definitivo o provisional en un plazo no mayor de 10 días hábiles, contados a partir de la fecha en que se presente la renuncia, se notifique la baja o se lleve a cabo el cambio de cargo. En caso de incumplimiento a este precepto, se deslindarán las responsabilidades oficiales, imponiéndose, en su caso, las sanciones correspondientes en los términos de la Ley de Responsabilidades y demás ordenamientos aplicables. En caso de urgencia para la entrega-recepción, a criterio del superior jerárquico, se habilitará horas o días para hacer la entrega correspondiente.

CAPITULO TERCERO

DEL PROCEDIMIENTO DE ENTREGA-RECEPCIÓN

ARTÍCULO 13. LOS SUJETOS DE LA ENTREGA-RECEPCIÓN. En el acto de entrega-recepción intervendrán necesariamente el servidor público saliente, el servidor público que recibe, un testigo por cada parte y un representante del Órgano Interno de Control.    

ARTÍCULO 14. LAS ATRIBUCIONES DE LOS ÓRGANO INTERNOS DE CONTROL. En el procedimiento de entrega recepción, tendrán las atribuciones siguientes:

I. Expedir el Manual de Entrega-Recepción de la Administración Pública.
II. Auxiliar a los servidores públicos sujetos a esta ley en el procedimiento de entrega-recepción.

III. Coordinar la instrumentación de la entrega general.

IV. Dirimir las controversias que llegaran a suscitarse en el procedimiento de entrega-recepción.

V. Revisar y supervisar el cumplimento del procedimiento de entrega–recepción.
VI. Fincar, en su caso, las responsabilidades que correspondan.

ARTÍCULO 15. LOS ACTOS PREPARATORIOS A LA ENTREGA- RECEPCIÓN. Los servidores públicos de la administración pública saliente, o en su caso, los que por cualquier otra causa distinta al cambio de administración deban separarse de su cargo, tendrán la obligación de desarrollar con toda oportunidad, las actividades previas al cambio administrativo, así como: 

I. Las que definan las personas que intervendrán en el evento;

II. Las que tengan por objeto la capacitación para la preparación y desarrollo del procedimiento de entrega-recepción, cuando corresponda; y

III. Las que tengan por objeto la preparación y actualización de los inventarios de bienes, de los registros y archivos y de la documentación de la administración en general que será objeto de la entrega.

De igual forma, tendrán la obligación de notificar a los servidores públicos a que se refiere el artículo 13 de esta ley así como a las personas que fungirán como testigos, la hora, fecha y lugar de celebración del acto de entrega-recepción.

ARTÍCULO 16. LAS OBLIGACIONES DEL SERVIDOR PÚBLICO QUE RECIBE. Las personas que entrarán en funciones en la administración pública, en cualquiera de sus niveles, o en su caso, quien sustituya al servidor público que entrega, tendrán la obligación de desarrollar las actividades previas al cambio administrativo relacionadas con el conocimiento básico de la entrega-recepción y su marco normativo, según corresponda, así como:

I. Las que tengan por objeto conocer qué es, qué significa y cuál es el alcance del procedimiento de entrega-recepción;

II. Las relativas al conocimiento de lo que en términos de ley debe recibir al momento del cambio;

III. Las relativas al conocimiento de las obligaciones y funciones que debe cumplir con motivo del procedimiento de entrega-recepción de la administración respectiva;

IV. Conocer los rasgos fundamentales de la legislación federal, estatal y municipal, que incidan en el desarrollo de la actividad pública respectiva;

V. Conocer, en su caso, las principales características de las áreas financieras que comprende la hacienda pública respectiva; y,

VI. Conocer los aspectos principales que implica el manejo de la actividad del servicio público a desarrollar.

ARTÍCULO 17. LOS ASUNTOS A ENTREGAR. Los servidores públicos salientes deberán preparar la entrega de los asuntos y recursos, mediante los documentos que a continuación se enlistan, en su caso y de acuerdo a la naturaleza de la actividad desarrollada: 

I.
El marco jurídico de actuación que regule su estructura y funcionamiento, nombre o título del ordenamiento jurídico que complemente su ámbito de actuación, en caso de existir, los manuales de organización y procedimientos, también deberán incluirse;

III. Toda la documentación relativa a los recursos humanos, su estructura orgánica, los servicios que en general presta y sus atribuciones y en general deberá  incluir: 

a) Plantilla de personal; 

b) Resumen de plazas autorizadas;

c) Personal con licencia, permiso o comisión; 

d) Relación de sueldos no entregados; 

e) Vacaciones de personal pendientes de disfrutar; 

f) Relación de expedientes del personal;

g) Programa y avance de capacitación de personal;   

IV. Toda la documentación relativa a los recursos materiales y en general: 

a) Resumen de inventarios; 

b) Mobiliario y equipo de oficina; 

c) Relación de equipo de cómputo; 

d) Relación de sistemas desarrollados internamente;

e) Relación de programas tipo paquete;

f) Relación de equipo de video o grabación;

g) Relación de equipo de transporte y maquinaria; 

h) Relación de armamento; 

i) Relación de obras de arte y decoración; 

j) Relación de Libros, publicaciones, material bibliográfico e informativo; 

k) Inventario de Almacén;

l) Relación de formas oficiales; 

m) Combinaciones de cajas fuertes o de valores; 

n) Relación de bienes inmuebles;

V. Toda la documentación relativa a los recursos financieros y en general deberá contener: 

a) Presupuesto Global del Ejercicio; 

b) Situación de Fondos Revolventes; 

c) Relación de Gastos pendientes de comprobar; 

d) Relación de cuentas bancarias, inversiones, depósitos, títulos o cualquier otro contrato con instituciones de crédito, casas de bolsa o institución similar; 

e) Detalle de la situación de las cuentas bancarias que administre;

f) Relación de cheques expedidos sin entregar; y 

g) Detalle de cuentas de inversión.

h) Relación de documentos y cuentas por cobrar y de cuentas por pagar; y

i) Estados financieros dictaminados 

IV. Toda la documentación relativa a concursos o licitación de obra pública en general, adquisiciones, arrendamientos, prestación de servicios, concesiones, permisos y autorizaciones, así como sus resultados, además la relación de obras públicas terminadas y en proceso, así como los anticipos pendientes de amortizar.

V. Toda la información relativa a los procedimientos administrativos o expedientes judiciales en proceso o terminados.  

VI.
Los derechos y obligaciones a su cargo.

VII.
La relación de archivos por unidad administrativa responsable, que contengan el archivo vigente, la relación de respaldo electrónico de archivos, en su caso, el archivo de concentración y el histórico o muerto.  

Además de la relación de los asuntos en trámite y estudios o proyectos no desarrollados. 

VIII.
Otros aspectos relevantes.

En general los aspectos relacionados con la situación administrativa, desarrollo, cumplimiento o en su caso modificación de programas y demás información y documentación relativa que señale la presente Ley, los ordenamientos aplicables y las disposiciones que con base en ella se emitan. 

La documentación a que se refiere este artículo deberá contener toda la información necesaria y suficiente para determinar, ubicar e identificar con facilidad la situación y estado en que se encuentre.

Lo anterior con base en el Manual de Entrega–Recepción de la Administración Pública y los formatos emitidos y autorizados por la Contraloría.   

ARTÍCULO 18. LA OBLIGACIÓN ESPECIAL DE LOS MUNICIPIOS. Los servidores públicos municipales, además de la documentación señalada en el artículo anterior deberán de atender las disposiciones que para tal efecto establece el Código Municipal del Estado y demás ordenamientos aplicables, y en todo caso deberán entregar:  

I.    Los libros de actas de Cabildo;

II.    Los Acuerdos de Cabildo pendientes de cumplir;

III. La Relación de convenios celebrados con otros Municipios, con el Estado o la   Federación;

IV.   La Relación de capitales y créditos a favor del Municipio;

V.   La Relación de donaciones, legados y herencias que recibieron;

VI.  Las participaciones que perciban de acuerdo con las Leyes Federales y del        Estado;

VII.   La relación de las rentas y productos de todos los bienes municipales; y

VIII.  La documentación normativa que regula la actividad municipal.

ARTÍCULO 19. LA FORMALIDAD EN LA ENTREGA. Para llevar a cabo la entrega-recepción de la Administración Pública del Estado y municipal en sus diferentes niveles, los titulares salientes deberán llevar a cabo un acto formal, en el que se haga entrega de la documentación a que se refieren los artículos 17 y 18 de la presente ley, según corresponda, a los titulares entrantes, elaborando para tal efecto, el acta de entrega-recepción y sus anexos correspondientes.

ARTÍCULO 20. EL ACTA ADMINISTRATIVA DE ENTREGA- RECEPCIÓN. Para que el acta circunstanciada de entrega-recepción cumpla con su finalidad y tenga la validez necesaria para los efectos legales a que dé lugar, deberá contener, como mínimo, los siguientes requisitos:

I. La fecha, lugar y hora en que da inicio el evento;

II. El nombre, cargo u ocupación de las personas que intervienen, quienes deberán identificarse plenamente;

III. Especificar el asunto u objeto principal del acto o evento del cual se va a dejar constancia;

IV. Debe ser circunstanciada, es decir, debe relacionar por escrito y a detalle, el conjunto de hechos que el procedimiento de entrega-recepción comprende, así como las situaciones que acontezcan durante su desarrollo, situación que deberá manifestarse bajo protesta de decir verdad;

V. Debe realizarse en presencia de dos personas que funjan como testigos de ley;

VI. Debe especificar el número, tipo y contenido de los documentos que se anexan y complementan el acta;

VII. La fecha, lugar y hora en que concluye el evento;

VIII. Debe de relacionarse perfectamente con los formatos respectivos;

IX. Debe formularse por lo menos en cuatro tantos;

X. No debe contener tachaduras, enmendaduras o borraduras; en todo caso, los errores deben corregirse mediante testado, antes del cierre del acta;

XI. Los espacios o renglones no utilizados deben ser cancelados con guiones;

XII. Todas y cada una de las hojas que integran el acta circunstanciada del evento de entrega-recepción, deber ser firmadas por las personas que en él intervinieron, haciéndose constar en su caso, el hecho de la negativa para hacerlo;

XIII. En caso de no existir formato especial de acta, ésta se debe levantar en papel oficial de la dependencia, ayuntamiento o entidad de que se trate;

XIV. Las cantidades deben ser asentadas en número y letra; y

XV. Las hojas que integren el Acta Administrativa de Entrega-Recepción, así como los anexos, deben foliarse en forma consecutiva.

El Acta de Entrega-Recepción con sus anexos se presentarán en carpetas o medios magnéticos en su caso, que serán integrados por triplicado, y que corresponderán un tanto para el servidor público entrante, otro para el servidor público saliente y el tercero para el representante del Órgano Interno de Control.

ARTÍCULO 21. LA FORMALIDAD DEL ACTA. El servidor público saliente y el entrante al tomar posesión, o en su caso, el que quede encargado del despacho, firmarán el acta circunstanciada con asistencia de dos testigos que ellos mismos designen y del representante del Órgano Interno de Control, conforme a las atribuciones que les otorga la ley respectiva, dando éstos constancia del documento sobre el estado en que se encuentran los asuntos y recursos, recabando un ejemplar de toda la información que ampare la entrega-recepción.
Los servidores públicos que en este acto participan deberán suscribir en forma autógrafa el acta administrativa de entrega – recepción. 

La Contaduría Mayor de Hacienda podrá designar un representante para que asista tanto a al entrega-recepción como al acto de la firma del acta administrativa de entrega-recepción de las dependencias y entidades en calidad de observador, para lo cual deberá ser notificado por las dependencias entidades con oportunidad para la programación correspondiente.

ARTÍCULO 22. LOS PRINCIPIOS DE LA ENTREGA-RECEPCIÓN. Los servidores públicos involucrados en la ejecución de los trabajos de la entrega-recepción deberán atender los principios de legalidad, transparencia, imparcialidad, eficacia, eficiencia y oportunidad en el ejercicio de sus respectivas funciones.

ARTÍCULO 23. LA VERIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN. La verificación y validación física del contenido del Acta Administrativa de Entrega-Recepción y sus anexos, deberán llevarse a cabo por el servidor público entrante en un término no mayor de treinta días hábiles contados a partir del acto de entrega.

Durante la validación y verificación, el servidor público que reciba podrá solicitar al servidor público que entregó, la información o aclaraciones adicionales que considere necesarias, tal solicitud deberá hacérsele por escrito y notificada en el domicilio que tenga registrado, el requerido deberá comparecer personalmente o por escrito dentro de los tres días hábiles siguientes a la recepción de la notificación a manifestar lo que corresponda, en caso de no comparecer o no informar por escrito dentro del término concedido, el servidor público entrante deberá notificar tal omisión al Órgano Interno de Control para que proceda de conformidad con la Ley de Responsabilidades.

En caso de los servidores públicos entrantes de los municipios y entidades paramunicipales las irregularidades deberán hacerlas además del conocimiento de la contraloría interna del municipio. 

CAPÍTULO CUARTO

DE LA ENTREGA-RECEPCIÓN AL CAMBIO DE ADMINISTRACIÓN

ARTÍCULO 24. EL INICIO DE LA ENTREGA GENERAL. Al término e inicio de un ejercicio constitucional, el procedimiento de entrega-recepción podrá iniciarse a partir de que el servidor público entrante estatal o municipal haya sido legalmente reconocido por el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana.

El Gobernador o Presidente Municipal reconocido legalmente electo, podrá nombrar una comisión receptora quien podrá tomar conocimiento de la situación que guarda la administración, desarrollo y cumplimiento de los programas y proyectos, y en su caso, obras públicas en proceso, de tal manera que al momento de concretarse el relevo en la titularidad de los cargos, se continúe de manera segura y eficiente la marcha de la actividad pública correspondiente.

ARTÍCULO 25. FINANCIAMIENTO OPORTUNO DE LA ENTREGA GENERAL. Para los efectos del artículo anterior, el gobierno estatal o municipal, en el último año de su gestión, deberá prever presupuestamente los recursos suficientes para sufragar los gastos que se originen por las actividades del procedimiento de entrega-recepción. 

ARTÍCULO 26. LOS DESPACHOS DE LOS TITULARES. El Gobernador del Estado y los presidentes municipales en el ámbito de su competencia, deberán realizar la entrega-recepción de su despacho al funcionario público entrante, entendiendo por ello, los recursos humanos, materiales y financieros que maneja en forma directa, independientemente de la entrega global de su administración.

Asimismo deberán realizar la entrega-recepción de su despacho, al funcionario público entrante o al órgano interno de control administrativo correspondiente, los magistrados del Poder Judicial; en el caso de los diputados del Congreso del Estado, por licencia, o por el término de su encargo. 

ARTÍCULO 27. LA COMISIÓN DE ENLACE. Para los efectos del artículo 24 de la presente ley y con salvedad a lo establecido en el último párrafo de dicho artículo, una vez reconocido legal y definitivamente por la autoridad electoral competente, la autoridad entrante estatal o municipal, podrá constituir una comisión de enlace, para que en coordinación con la autoridad estatal o municipal saliente, a través del Órgano Interno de Control, preparen la transferencia de información sobre el estado que guardan los asuntos y recursos financieros, humanos, materiales, obras y programas, jurídicos y generales, sin que esto implique la entrega de documentación alguna.

En todo caso, los nombres de las personas que integrarán las comisiones correspondientes, así como las áreas en donde estarán asignados los mismos, deberán ser notificados por escrito a los interesados. En caso de que se realice algún cambio en tales designaciones, este hecho deberá ser notificado con toda oportunidad. 

La comisión de enlace por parte de la administración entrante, deberá tomar conocimiento de la situación que guarda la administración estatal o municipal, en su caso, informándose del desarrollo y cumplimiento de los programas, obras y proyectos; de tal manera que al momento de concretarse la sustitución en la titularidad de los puestos, se continúe la marcha normal de la administración pública.

En todo caso, la entrega-recepción general de la administración deberá de realizarse entre servidores públicos titulares salientes y servidores públicos titulares entrantes. 

En caso que no se haya designado a un servidor público titular que reciba, el Gobernador o Presidente Municipal entrantes, podrán nombrar a una persona a fin de que reciba la dependencia o entidad de que se trate. 

ARTÍCULO 28. LA OBLIGATORIEDAD DE BRINDAR INFORMACIÓN. Los titulares de las dependencias, ayuntamientos y entidades, estarán obligados a brindar la información correspondiente en el ámbito de su competencia, una vez que el Gobernador del Estado o el Presidente Municipal en funciones les dé a conocer los nombres de las personas integrantes de la comisión de enlace entrante referida en el artículo anterior.

ARTÍCULO 29. LA ACLARACIÓN DE LA INFORMACIÓN. Los servidores públicos salientes de las dependencias, ayuntamientos y entidades, estarán obligados a proporcionar a los servidores públicos entrantes y a los órganos internos de control, la información que requieran y hacer las aclaraciones que les soliciten durante los siguientes 30 días hábiles contados a partir del acto de entrega. Para estos efectos tratándose de los ayuntamientos se estará al plazo establecido en el Código Municipal.

En el caso de los servidores públicos de los municipios, entidades paramunicipales y organismos descentralizados municipales, tal obligación deberá cumplirse además ante el representante de la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso del Estado.

CAPÍTULO QUINTO

DE LAS RESPONSABILIDADES

ARTÍCULO 30. EL REQUERIMIENTO DE ENTREGA. El servidor público saliente que no entregue los asuntos y recursos a su cargo en los términos de esta ley, será requerido de forma inmediata por el Órgano Interno de Control para que en un lapso no mayor de quince días hábiles, contados a partir de la fecha de separación del empleo, cargo o comisión, cumpla con esta obligación.

En este caso, el servidor público entrante al tomar posesión, o el encargado del despacho, levantará acta circunstanciada, con asistencia de dos testigos, dejando constancia del estado en que se encuentren los asuntos, haciéndolo del conocimiento del superior jerárquico y del Órgano Interno de Control que corresponda para efectos del requerimiento a que se refiere este artículo, y en su caso, para que se promuevan las acciones que correspondan, en aplicación de la Ley de Responsabilidades.

Si no obstante el requerimiento realizado, el servidor público saliente dejare de cumplir esta disposición, incurrirá en responsabilidad administrativa por lo que se le sancionará en términos de lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades, independientemente de las posibles responsabilidades de tipo penal, civil, que en su caso, hubiere incurrido con motivo del desempeño de su función.

ARTÍCULO 31. LA VIGILANCIA. La vigilancia del exacto cumplimiento de las presentes disposiciones, en el ámbito de su competencia, queda a cargo de la Contraloría Estatal, y del Consejo de la Judicatura, en el ámbito de sus respectivas competencias, así como de los órganos internos de control de los organismos públicos autónomos y de los municipios.

En el caso de los ayuntamientos quedará a cargo de la Contralorías Municipales.

ARTÍCULO 32. LAS SANCIONES. El incumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente Ley, será sancionado, en lo que corresponda, por la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades, sin perjuicio de lo que señalen otros ordenamientos jurídicos.

ARTÍCULO 33. LA NO EXENCIÓN DE RESPONSABILIDAD. La entrega del despacho, de recursos y de los asuntos en trámite encomendados al servidor público saliente, no lo exime de las responsabilidades en que hubiere incurrido en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor al día siguiente a su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, bajo las modalidades previstas en los artículos siguientes.

SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al contenido de la presente ley.

TERCERO. Dentro de los treinta días de la entrada en vigor de la presente ley los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, en el ámbito de sus competencias expedirán los reglamentos o acuerdos correspondientes para realizar la entrega-recepción de conformidad con los principios que establece este ordenamiento.

CUARTO. En todo caso, el Congreso del Estado realizará las adecuaciones a la legislación secundaria para evitar cualquier antinomia, contradicción, ambigüedad o laguna en materia de acceso a la información pública y de responsabilidad administrativa.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila febrero 16 de 2005.
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Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa propuesta por el  Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, parra reformar la Ley Para La Atención, Tratamiento y Adaptación de Menores en el Estado De Coahuila.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 4 de noviembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Reforma a la Ley Para La Atención, Tratamiento Y Adaptación De Menores En El Estado De Coahuila.

SEGUNDO. Que al cumplirse el trámite antes mencionado, se dispuso que dicha Iniciativa fue turnada a esta Comisión para estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa para reformar la Ley Para La Atención, Tratamiento y Adaptación de Menores en el Estado de Coahuila, se sustenta en las consideraciones siguientes: 

La reforma que se propone conlleva la necesidad de modificar la legislación estatal con la finalidad de incluir en los textos legales las prevenciones establecidas en la Convención de los Derechos del Niño, la cual constituye derecho vigente para nuestro  País, que la adoptó el año de 1990.

Además de dicha Convención existen otra normas internacionales como las Directrices de la Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil, las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de Menores Privados de Libertad y las Reglas Mínimas Uniformes de las Naciones unidas para la Administración de la Justicia de Menores, que fueron consultadas y tomadas en cuenta para la elaboración de la presente propuesta.

 A nivel federal la Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, vigente desde mayo de 2000, ya establece los principios a respetar respecto de los menores sujetos a procedimiento por infringir la ley penal, mencionándose las garantías de presunción de inocencia, de celeridad en el procedimiento, de defensa, de no ser obligado al careo judicial o ministerial, de contradicción y de oralidad en el procedimiento, mismos que se proponen incluir a nivel estatal..

El contenido de la reforma se resume en los puntos siguientes:

INTERÉS SUPERIOR DE LA INFANCIA.- Se propone la introducción en el texto legal del principio del interés superior de la infancia en la interpretación y aplicación de la Ley Para la Atención, Tratamiento y Adaptación de Menores en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

DETENCIÓN SOLO CUANDO SE TRATE DE DELITOS GRAVES.- Este es uno delos puntos torales del nuevo esquema de atención a menores sujetos a proceso, la detención debe reducirse a casos extremos y durante el menor tiempo posible, por las repercusiones que tiene en un menor la separación de la familia y la reclusión en los centros de internamiento, y por lo tanto, durante el proceso se plantea la reducción de plazos para dictar la resolución inicial, en la que se determina la situación jurídica del menor y se establece que la detención del menor se reduce únicamente a los casos en los que su conducta se califica por la legislación penal como delito grave; y una vez dictada la resolución definitiva se proponen medidas de tratamiento externo o mixto, continuando con el principio de que la internación procede únicamente tratándose de delitos graves y aún en estos casos se propone revisar la adaptación del menor a fin de saber si se encuentra en posibilidades de tratamiento que impliquen externación.

REDUCCIÓN DELOS PLAZOS.- Pues como se mencionó en el punto anterior la definición pronta dela situación legal del menor repercute directamente en el tiempo de internación.

CONTACTO CON LA FAMILIA.- Se agrega la obligación de informar a quienes ejercen la patria potestad o tutela o en su caso, al familiar que designe el menor, el estado que guarda el expediente y la situación jurídica del menor. Igualmente se regula lo relativo a las visitas y contacto con el menor, dado que la no desvinculación del núcleo familiar resulta necesario para la adecuada adaptación del menor.

DERECHOS DE LOS MENORES EN INTERNACIÓN O TRATAMIENTO MIXTO.- Al final de la Ley se propone agregar un capítulo en el que se establezca  un catálogo de las condiciones de los centros de internamiento y los derechos de los menores que se encuentran en estos lugares, ante lo cual se expresan: las condiciones de diseño de los centros de internamiento; la obligación de informar al menor de los reglamentos y normas que rigen en el lugar; la necesidad de que el internamiento ocurra en el lugar más cercano al domicilio para evitar desligarlo de su familia; la separación que debe existir entre los menores sujetos a proceso y los que ya estén recibiendo tratamiento; las directrices para el contacto con el exterior; el derecho de poseer artículos personales; alimentación adecuada y suficiente; regulación sobre la educación, trabajo y atención médica y normas sobre las medidas disciplinarias aplicables en el centro de internación.

Finalmente, se propone adecuar el artículo 106, que tiene una referencia al párrafo segundo del artículo anterior.

TERCERO. Conforme la exposición de motivos que antecede, lo integrantes de esta Comisión advertimos que la adición propuesta al Artículo 2° en el sentido de que en la aplicación e interpretación  de la ley se estará al principio del interés superior de la infancia, se estima congruente no sólo con la legislación positiva del Estado para la cual dicho principio no le es ajeno; sino además conforme a las disposiciones del Derecho Internacional, particularmente a las Convenciones que sobre la materia han sido suscritas por nuestro País.

Por lo que al artículo 32 se refiere, la reforma a las fracciones II y III del Artículo 32, resultan totalmente pertinentes, pues a la presunción de inocencia se añade el que sea tratado con esa calidad, y se agrega que se haga del conocimiento de los familiares el lugar de internamiento, traslado o liberación.

Por cuanto a la reducción de los plazos que se proponen en las fracciones VI, XI y XII del citado artículo, de acuerdo con la exposición de motivos ello obedece a las repercusiones que produce la separación del menor de su familia; sin embargo, los plazos de 24 horas y 48 horas establecidos respectivamente en la primera de las fracciones y en las dos últimas, se consideran prudentes y por lo mismo que no afectan gravemente al menor como para reducirlos en doce horas cada uno. Por el contrario, dicha reducción puede contribuir a la impunidad al tener que dejar en libertad a un menor infractor, cuya situación no haya sido resuelta en plazo tan perentorio como el que se propone, con el consiguiente demérito de la seguridad pública; pues la iniciativa no contempla la carga de trabajo de las instituciones involucradas ni los recursos humanos ni la infraestructura con que cuentan, razones todas ellas por las que se sugiere mantener los plazos que establece actualmente la Ley.

La reforma al Artículo 34 resulta totalmente pertinente, ya que aclara el texto legal al establecer que la medida de internamiento del menor se decretará cuando se trate de una conducta que la legislación penal califique como delito grave.

Por cuanto a la reforma propuesta al último párrafo del artículo 43, reduciendo el plazo de 72 horas a 36 horas, no resulta adecuada, pues lo más probable es que la autoridad no este en posibilidad de cumplirlo, además de que es un término en que debe realizarse una investigación sobre los hechos imputados al menor, y el reducir a la mitad el término para hacerlo, lo más seguro es que vaya en demérito de la calidad de la investigación con el consiguiente riesgo de que se deje en libertad a menores que por su conducta y peligrosidad deban estar internados.

La modificación que se propone al párrafo segundo del artículo 106, se considera totalmente pertinente, pues el precepto alude al párrafo segundo del artículo 105,  y la infracción se encuentra en el párrafo tercero; pero además, no se trata de una prohibición para el servidor público, sino para el menor, de conducir vehículos, por lo que además de la modificación propuesta, debe atenderse al contexto del precepto; así, se propone la redacción siguiente:

Los servidores públicos que infrinjan la prevención establecida en el tercer párrafo del artículo anterior, se harán acreedores a la sanción antes señalada, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa en que incurran conforme a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

..............

La medida de tratamiento mixto con que se adiciona el artículo 109 resulta adecuada, pues es una opción que permite las ventajas del tratamiento interno y del externo y que facilita al menor interactuar dentro del medio sociofamiliar en el que se desenvuelve y por lo mismo también resulta adecuada la adición al artículo 116, consecuencia de la adición al 109. Si lo anterior es así respecto de estos dos preceptos, no puede decirse lo mismo de la inclusión de un artículo 116 Bis, que como norma explicativa establece en que consiste el tratamiento mixto, lo cual se hizo al adicionar el artículo 109 con una fracción III, referente al tratamiento mixto.

El establecimiento de un Título Octavo, denominado “ De Los Centros De Internamiento Y Los Derechos De Los Menores ” , retoma en cierta medida la regulación al respecto de la abrogada Ley Tutelar Para Menores del Estado de Coahuila, cuyo Capítulo Tercero, del Título Quinto, regulaba lo relativo a la aplicación de las medidas de internamiento en los Centros de Orientación y Adaptación Para Menores, por lo que su inclusión, desde luego, enriquece la presente ley.

Así las cosas, esta Comisión estima pertinente emitir la siguiente iniciativa con Proyecto de: 

D E C R E T O

ARTÍCULO ÚNICO Se reforman los Artículos 2, 32 en su fracciones I y II, 34, 106 párrafo segundo, y 116; Se modifica el Artículo 109 en su fracciones I y II; Se adiciona al Artículo 109 la fracción III y Se adiciona el Título Octavo denominado “ DE LOS CENTROS DE INTERNAMIENTO Y LOS DERECHOS DE LOS MENORES.” todos de la Ley Para la Atención, Tratamiento y Adaptación de Menores en el Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

ARTICULO 2.- En la aplicación  e interpretación de esta ley se estará al principio del interés superior de la infancia, se deberá garantizar el irrestricto respeto a los derechos consagrados por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Constitución Política del Estado. Se promoverá y vigilará la observancia de estos derechos por parte de los funcionarios responsables, procurando siempre la correcta aplicación de los medios legales y materiales pertinentes, para prevenir cualquier violación a los mismos y, en su caso, restituir al menor en su goce y ejercicio, sin perjuicio de que se aplique a quienes los conculquen, las sanciones señaladas por las leyes penales y administrativas.

ARTICULO 32.- ..........
I.- Mientras no se compruebe plenamente su participación en la comisión de la infracción que se le atribuya, gozará de la presunción de ser ajeno a los hechos constitutivos de la misma, y será tratado con esta calidad;

II.- Se dará aviso inmediato respecto de su situación legal, del lugar de internamiento, traslado y liberación a sus representantes legales o encargados cuando se conozca el domicilio, y en caso contrario, al mayor de edad que señale el menor. 

III a XIII .......................
ARTICULO 34.- El Consejero Unitario, cuando haya quedado acreditada la infracción y la participación del menor en la comisión de la misma, decretará la sujeción del menor al procedimiento y deberá determinar si el mismo se llevará a cabo estando el menor a disposición de los Consejeros Unitarios en el centro de internación que al efecto se designe, lo que únicamente sucederá cuando se trate de una conducta que la legislación penal califique como delito grave, o bien bajo la guarda y custodia de sus representantes legales o encargados, fijando en el mismo acto la garantía correspondiente para el pago de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados. Los representantes legales o encargados quedarán obligados a presentar al menor ante el comisionado cuando para ello sean requeridos.

ARTICULO 106.- ..................
Los servidores públicos que infrinjan la prevención prevista en el tercer párrafo del artículo anterior, se harán acreedores a la sanción antes señalada, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa en que incurran conforme a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

......................................

ARTICULO 109.- ............ 

I.- En el medio sociofamiliar del menor o en hogares sustitutos, cuando se aplique el tratamiento externo; 

II.- En los centros que para tal efecto señale el Consejo de Menores, cuando se apliquen las medidas de tratamiento interno, y

III.- En los Centros a que se refiere la fracción anterior con la modalidad de internamiento durante el tiempo libre, cuando se apliquen medidas de tratamiento mixto. Se considera tiempo libre aquel durante el cual el menor no deba cumplir con su horario escolar o de trabajo.

ARTICULO 116.- Los tratamientos externo y mixto no podrán exceder de un año y el tratamiento interno de cinco años

TÍTULO OCTAVO

DE LOS CENTROS DE INTERNAMIENTO Y LOS DERECHOS DE LOS MENORES.

ARTÍCULO 132.-Los centros de internamiento deberán estar diseñados para lograr la adaptación de los menores contando con las instalaciones y servicios que satisfagan las exigencias de higiene y dela dignidad humana, apropiadas para garantizar el derecho de disfrutar de actividades y programas útiles que le sirvan para fomentar y asegurar su sano desarrollo, promover su sentido de responsabilidad e infundirles actitudes y conocimientos que les ayuden a desarrollar sus  posibilidades como miembros de la sociedad.

ARTÍCULO 133.- En el momento de ingreso, el menor deberá recibir copia del reglamento interior del centro junto con los datos de las autoridades competentes ante quien pueda formular quejas.

ARTÍCULO 134.- El lugar de internamiento será lemas cercano al de su domicilio a fin de facilitar el contacto con su familia y no podrá ser trasladado arbitrariamente de un centro a otro.

ARTÍCULO 135.-  Los menores a los que no se les haya dictado resolución definitiva deben estar separados de quienes estén recibiendo tratamiento mixto o en internación.

ARTÍCULO 136.- Las autoridades procurarán y facilitarán el acceso y contacto de los menores con las familias en los centros de internamiento.

Los menores tienen derecho a recibir visitas regulares y frecuentes, a comunicarse por teléfono y o escrito mediante correspondencia y a informarse periódicamente de los acontecimientos del exterior mediante la lectura de diarios y acceso a programas de radio y televisión, en los términos del Reglamento correspondiente.

En términos del reglamento y dependiendo de los avances en el tratamiento, se podrá permitir al menor el realizar visitas a su hogar y a su familia y se otorgarán permisos para salir del establecimiento por motivos educativos, profesionales u otros de importancia.

ARTÍCULO 137.- Se permitirá la posesión de artículos personales al menor, de acuerdo al Reglamento interior.

ARTÍCULO 138.- La alimentación será suficiente, adecuada y con la calidad correspondiente a las necesidades de la etapa de desarrollo del menor​

ARTÍCULO 139.- Los menores que no cuenten con la educación primaria y secundaria la recibirán en los centros de internación pero los certificados de estudios durante su internamiento no deberán indicar en ningún caso que  los menores estuvieron recluidos.

Se deberá alentar que se continúen con estudios no obligatorios y que se aprenda el ejercicio de algún arte u oficio que le sea útil cuando termine su tratamiento.

ARTÍCULO 140.-  Los menores tendrán derecho a realizar trabajo remunerado en el interior de los centros, aplicándoseles las reglas de la Ley Federal de! Trabajo

El trabajo no deberá imponerse a título de sanción, siempre será considerado un instrumento de educación y un medio de promover el respeto del menor por sí mismos.

ARTÍCULO 141.- No podrá prolongarse el internamiento por razón de trabajo, estudio o capacitación.

ARTÍCULO 142.- Los menores sujetos a tratamiento en internación y mixto deberán contar diariamente con tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos al aire libre.

ARTÍCULO 143.- Los menores tienen derecho a recibir atención médica preventiva y correctiva. La administración de medicamentos deberá hacerse en términos del Reglamento Interior correspondiente.

Se deberán organizar programas de prevención del uso indebido de drogas y de rehabilitación administrado por personal calificado.

ARTÍCULO 144.- Dentro del centro de internamiento nadie, incluyendo los elementos de seguridad, podrá portar armas de fuego.

ARTÍCULO 145.- La aplicación de los procedimientos disciplinarios deberán contribuir a la seguridad y a una vida comunitaria ordenada dentro del centro de  internación. El Reglamento establecerá las conductas sancionadas, las medidas disciplinarias y el mecanismo para aplicarlas quedando prohibidas las que impliquen trato cruel, inhumano o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclusión en celda oscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra que pueda poner en peligro la salud física o mental.

Ningún menor puede ser sancionado sin que sea informado debidamente de la infracción cometida y de la sanción aplicable, respetándose su derecho.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO El presente Decreto entrará en vigor a l día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- En un plazo de 120 días naturales deberán adecuarse los Reglamentos interiores correspondientes conforme a este Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., enero 17 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa para adicionar el artículo 207 del Código de Procedimientos  Penales del Estado,  propuesta por el  C. Diputado Ramón Díaz Ávila del Partido del Trabajo.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 4 de noviembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa para adicionar el artículo 207 del Código de Procedimientos Penales del Estado, propuesta por el C. Diputado Ramón Díaz Ávila.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa para reformar y adicionar el Código de Procedimientos Penales se basa en las consideraciones siguientes:

El secuestro es un cáncer que corroe las entrañas mismas de la sociedad, atenta contra la libertad, integridad y tranquilidad de las personas, de las víctimas del delito y de la misma sociedad.

No obstante el incremento en las penas para este tipo de delitos,  y que se hayan incluido circunstancias agravantes para los servidores públicos en activo, para los ex servidores públicos o para  algún integrante de un cuerpo de seguridad privada que participen en su comisión; las reformas son insuficientes mientras el secuestro siga siendo un negocio rentable, por lo que se propone como una medida para inhibir este tipo de conductas el aseguramiento de los bienes y depósitos bancarios de la víctima o de su familia a efecto de que el secuestrador no pueda tener acceso a ellos;  y de este modo se desaliente a las organizaciones criminales para  perpetrar esta clase de delitos en el Estado

TERCERO. Es indiscutible el loable propósito que anima la Iniciativa objeto de estudio; sin embargo, una medida como la que se propone puede  producir un efecto totalmente contrario al que se persigue con el aseguramiento de los bienes y depósitos bancarios de la víctima de un secuestro o de su familia.

Lo anterior puede resultar así, pues sabiendo la familia de una persona secuestrada las medidas que adoptará el Ministerio Público, lo más seguro es que no denuncie el delito hasta después de haber pagado el rescate, ya que para el secuestrado y para su familia, la vida de este es más importante que la posesión de bienes materiales. La conducta precedente, lejos de disminuir la incidencia de este tipo de delitos, la incrementará, toda vez que los delincuentes contarán con el silencio de la víctima y de sus familiares, y los órganos de investigación se encontrarán en desventaja, pues para cuando conozcan de la denuncia, lo más probable es que los delincuentes hayan huido.

En otro orden de ideas, ante el riesgo inminente de perder la vida, los familiares del secuestrado, cuyo patrimonio ha sido inmovilizado, no escatimarán medios para obtener el rescate solicitado, situación que  podría ponerlos en manos de agiotistas o de personas que abusaran del estado de necesidad en que esas personas se encuentran, lo que ahondaría su pena moral, pues además del secuestro, se verían en la apremiante necesidad de conseguir a cualquier costo el rescate  solicitado, lo que no sólo  haría nugatoria la adición que se propone, sino que además contribuiría a crear una situación aun más aflictiva para la familia, que teniendo bienes materiales, no pueda con ellos salvar la vida de su familiar. 

Atento las consideraciones que anteceden, esta Comisión emite el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.  Por las razones expuestas, deberá desecharse la adición que se propone al artículo 207 del Código de Procedimientos Penales.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, enero 17 de 2004.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente municipal del Ayuntamiento de Frontera, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un área con una superficie de 113,838.30 M2 y que colinda con los terrenos del Parque Industrial Fundidores y las Vías del Ferrocarril y enajenarlo a título oneroso con Objeto de promover el Desarrollo Industrial y la Generación de empleos en el municipio.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 22 de febrero del año 2005, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente municipal del Ayuntamiento de Frontera, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un área con una superficie de 113,838.30 M2 y que colinda con los terrenos del Parque Industrial Fundidores y las Vías del Ferrocarril y enajenarlo a título oneroso con Objeto de promover el Desarrollo Industrial y la Generación de empleos en el municipio.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual con fecha 6 de agosto del 2004, y por la aprobación de la mayoría de los miembros integrantes del cabildo se  autorizó la desincorporación de un inmueble propiedad municipal cuya superficie es de 113,838.30 M2 a fin de enajenarlo  a título oneroso con Objeto de promover el Desarrollo Industrial y la Generación de empleos en el municipio.. La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Del punto No. 1 al Punto No. 2 con rumbos 51° 50’ 06” W, con una distancia de 660.00 metros colindando a la izquierda con terrenos propiedad del C. Roberto González Verduzco, del Punto No. 2 al Punto No. 3 rumbos 45° 50’ 06” e con una distancia de 665.82 metros colinda a la izquierda con terrenos que se deslindan y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera vía ferrocarril Cuatro ciénegas - Frontera de por medio, del Punto No. 3 al Punto No. 4 rumbo N 51° 44’ 59” E con una distancia de 572.09 metros colindando a la izquierda con terrenos que se deslindan y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera, y del Punto No. 4 al Punto No. 1 para cerrar el polígono colinda a la izquierda con terrenos que se deslindan y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera.

QUINTO. Que la superficie en mención se encuentra inscrita a favor del municipio bajo en el Registro Público bajo la Partida 7545, sin Folio Libro 76 Sección I SC.  

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Frontera ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Frontera, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un área cuya superficie es de 113,838.30 y que colinda con los terrenos del Parque Industrial Fundidores y las Vías del Ferrocarril y enajenarlo a título oneroso con Objeto de promover el Desarrollo Industrial y la Generación de empleos en el municipio.

La superficie en mención se identifican de la manera siguiente:

Del punto No. 1 al Punto No. 2 con rumbos 51° 50’ 06” W, con una distancia de 660.00 metros colindando a la izquierda con terrenos propiedad del C. Roberto González Verduzco, del Punto No. 2 al Punto No. 3 rumbos 45° 50’ 06” e con una distancia de 665.82 metros colinda a la izquierda con terrenos que se deslindan y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera vía ferrocarril Cuatro ciénegas - Frontera de por medio, del Punto No. 3 al Punto No. 4 rumbo N 51° 44’ 59” E con una distancia de 572.09 metros colindando a la izquierda con terrenos que se deslindan y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera, y del Punto No. 4 al Punto No. 1 para cerrar el polígono colinda a la izquierda con terrenos que se deslindan y a la derecha con terrenos pertenecientes al Ejido Frontera.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a febrero 28 de 2005.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa
Dip. Gabriel Ramos Rivera

           Coordinador

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal
Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.
DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Monclova, Coahuila, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para celebrar un contrato de donación de un predio con una superficie de 33,881.77 M2, ubicado en la Colonia Los Bosques de esa ciudad, a favor de la Escuela Preparatoria Federal por Cooperación Número 24 “Prof. Ezequiel Narváez Torres”, 

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 12 de Mayo del año 2004, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Monclova, Coahuila, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para celebrar un contrato de donación de un predio ubicado en la Colonia Los Bosques de esa ciudad, con una superficie de 33,881.77 M2, a favor de la Escuela Preparatoria Federal por Cooperación Número 24 “Prof. Ezequiel Narváez Torres”, 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO
PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que ....tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

TERCERO. Que, en cumplimiento con lo que señala el artículo 273 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 29 de Abril del 2004 en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por unanimidad de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la donación de un bien inmueble propiedad municipal, con una superficie de 33,881.77 M2, ubicado en la Colonia Los Bosques de esa ciudad, a favor de la Escuela Preparatoria Federal por Cooperación Número 24 “Prof. Ezequiel Narváez Torres”, 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Monclova, para donar un bien inmueble propiedad municipal, con una superficie de 33,881.77 M2, ubicado en la Colonia Los Bosques de esa ciudad, a favor de la Escuela Preparatoria Federal por Cooperación Número 24 “Prof. Ezequiel Narváez Torres”, con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte: 
Mide del punto uno al punto dos 72.32 metros y colinda con terrenos particulares.

Al Sur: 
Mide del punto tres al punto cuatro en línea quebrada 69.00 metros, del punto cuatro al punto cinco mide 77.34 metros, del punto cinco al punto seis mide 49.15 metros colindando estos puntos con la Avenida Sanbuena.

Al Oriente: 
Mide del punto dos al punto tres 332.50 metros y colinda con la Calle José Ramos.

Al Poniente: 
Mide también en línea quebrada del punto seis al punto siete mide 86.10 metros, y del punto siete al punto ocho mide 140.70 metros, estos puntos colindan con la calle Manuel Loa, y del punto ocho al punto nueve mide 14.20 metros y del punto nueve al punto uno para cerrar en polígono mide 369.90 metros.

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Monclova, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente  decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO
ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones “Luis Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, Febrero 28 del 2005.
COMISIÓN DE FINANZAS
Dip. Salomón Juan Marcos Issa
Dip. Gabriel Ramos Rivera

           Coordinador

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal
Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.
